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INFORME No. 93/12
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 322/02
ARGENTINA
8 de noviembre de 2012
PRESUNTA VÍCTIMA
Amado Raúl Aued
PETICIONARIA:


Blanca Matilde Aued
VIOLACIONES ALEGADAS:
La peticionaria hace expresa referencia a presuntas violaciones de los artículos 4, 5, 8, 9, 10, 11, 17, 24, 25, 26, 28, 29, 30 y 32 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
INICIO DE TRÁMITE:


31 de marzo de 2004
I.
POSICION DE LA PETICIONARIA
1. El 6 de mayo de 2002, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) recibió la denuncia presentada por la señora Blanca Matilde Aued, hija de la presunta víctima. Afirma que su padre ingresó al hospital regional de Necochea el 28 de agosto de 1996 con un cuadro de neuropatía y falleció el 31 del mismo mes y año, a consecuencia de la mala praxis médica de la que habría sido objeto durante su internación.
2. La peticionaria indica que presentó una denuncia penal contra los médicos tratantes y, dentro de la causa, se evacuaron varias diligencias probatorias que habrían demostrado que los médicos encargados de atender a la presunta víctima actuaron con negligencia y que a consecuencia de esto el señor Aued falleció.
3. Agrega que la jueza de transición decidió sobreseer la causa por prescripción de la acción. La peticionaria afirma que la demora era atribuible al propio juzgado y a la fiscalía. Contra esta resolución, tanto la fiscalía como la peticionaria interpusieron recurso de apelación, pasando el asunto a conocimiento de la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial y Garantías en lo Penal de la Provincia de Buenos Aires, la cual ratificó la decisión adoptada. Contra la sentencia de segunda instancia la peticionaria planteó un recurso extraordinario que fue negado bajo el argumento de que el particular damnificado no tiene derecho de impugnar las sentencias, pudiendo hacerlo únicamente la fiscalía. La peticionaria explica que entonces interpuso un recurso de queja ante la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, que ratificó la falta de legitimidad procesal argüida por la Cámara de Apelaciones. Finalmente, trató de ser escuchada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación mediante recurso extraordinario federal, pero el máximo tribunal argentino lo desechó por extemporáneo.
4. La señora Aued sostiene que se le ha negado el acceso a la justicia y se ha protegido a los responsables de la muerte de su padre, sin siquiera ofrecerle algún tipo de reparación.
II.
POSICION DEL ESTADO

5. El Estado solicitó a la Comisión que declarara la petición inadmisible por haber sido presentada fuera del plazo de seis meses estipulado por la Convención Americana. En ese sentido, señala que la decisión definitiva adoptada en el ámbito internos le fue notificada a la señora Aued el 8 de septiembre de 2000 y ésta pretende contabilizar el plazo a partir de una resolución de la Corte Suprema de Justicia de la Nación del 30 de octubre de 2001 en la que se resolvió rechazar la presentación de la peticionaria referente a la nulidad de falsedad de una notificación, más no del fondo del asunto.
6. Por otra parte, el Estado alega que los hechos planteados por la peticionaria no caracterizan violaciones a los derechos a la vida e integridad física del señor Amado Raúl Aued, atribuibles al Estado.  Asimismo, agrega que de las constancias de la causa penal surge que la peticionaria presentó la denuncia penal dos años después del fallecimiento de su padre y que, desde el momento de su presentación, ésta gozó plenamente del derecho a ser oída y tuvo siempre la posibilidad de peticionar ante el juez las medidas de prueba que estimó convenientes y presentar los recursos regulados por las normas procesales.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
7. La petición fue recibida por la Comisión el 6 de mayo de 2002. La CIDH dio traslado de la petición al Estado el 31 de marzo de 2004 y le solicitó que enviara sus observaciones en un plazo de dos meses.

8. Mediante comunicación del 24 de mayo de 2004, el Estado solicitó una prórroga para enviar su respuesta. La Comisión otorgó prórroga por un mes. El Estado presentó su respuesta el 7 de julio de 2005 y de nuevo el 29 de octubre de 2008, de la cual se dio debido traslado a la peticionaria el 25 de marzo de 2009, a quien se solicitó que enviara sus observaciones en el plazo de un mes.
9. Debido a la falta de comunicaciones posteriores, el 24 de agosto de 2010 la Comisión reiteró a la peticionaria la solicitud de respuesta a las observaciones del Estado, informándole que de no recibir respuesta en el plazo de seis meses, la CIDH podría proceder al archivo de su caso.
10. En octubre de 2011, personal de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH intentó comunicarse telefónicamente con la peticionaria en dos ocasiones al número por ella proporcionado, sin que fuera posible establecer contacto.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO
11. Tanto el artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos establecen que dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y, en caso de no existir o subsistir, o de no contar con la información necesaria para alcanzar una decisión sobre la petición o el caso, ordenará el archivo del expediente.

12. A la fecha, la peticionaria no ha enviado respuesta a las comunicaciones enviadas por la Comisión el 25 de marzo de 2009 y 24 de agosto de 2010 y no ha aportado información desde la presentación de su petición en 2002. Realizado el análisis correspondiente, la Comisión considera que no cuenta con elementos suficientes para determinar la admisibilidad o inadmisibilidad de la petición, o si subsisten los motivos que sustentaron la denuncia original, por lo que, de conformidad al artículo 48.1.b de la Convención así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 8 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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